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     En Buenos Aires, a los ocho días del mes de noviembre de 2006, a la hora 15 y 58:

Sr. Presidente (Balestrini).- Continúa la sesión.

CAMPAÑA NACIONAL DE DESARME

Aquí ORDEN DEL DIA N° 1352

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja).- En consideración en general.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señora presidenta: con satisfacción las comisiones de Seguridad Interior, Legislación Penal y Presupuesto y Hacienda traen a este recinto un despacho común respecto del proyecto de ley del Poder Ejecutivo y de los señores diputados Spátola, Comelli, Iturrieta, Conti, García Méndez, Franco, Giudici y otros. 

Y digo “con satisfacción” porque siempre es bueno ponernos de acuerdo, sobre todo si los acuerdos son permanentes. Cuando un instrumento es logrado en forma más o menos unánime tiene otra autoridad. 

El proyecto de ley contempla una campaña nacional de desarme de la población civil. Declara en emergencia nacional la tenencia, fabricación, importación, exportación, transporte, depósito, almacenamiento, tránsito internacional, registración, donación, comodato y compraventa de armas de fuego, municiones, explosivos y demás materiales controlados, registrados o no, durante el término de un año. 

En síntesis, se propicia una campaña nacional de desarme de la población civil respecto de las armas de fuego. Se genera un incentivo a la población para que se desprenda voluntariamente de las armas de fuego en su poder. Se prevé la destrucción inmediata de la totalidad del armamento que se reciba. 

También se prevé la difusión amplia de estas medidas. Asimismo se contempla realizar un inventario general de la totalidad de las armas de fuego en poder del Estado, y finalmente se genera un estímulo a los municipios para que participen activamente de esta campaña.

Se crean también dos organismos: el Comité de Coordinación de las Políticas de Control de Armas de Fuego y el Consejo Consultivo de las Políticas de Control de Armas de Fuego. 

A su vez se dispone la formación de un inventario de arsenal. El Ministerio del Interior, a través del RENAR, será la jurisdicción encargada de practicar este inventario de todas las armas de fuego comprendidas en la ley nacional de armas y explosivos. El Ministerio del Interior estará autorizado a celebrar convenios con los Estados provinciales con idéntico propósito. 

· Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° de la Honorable Cámara, 

· don Fortunato Rafael Cambareri. 

Sr. Dellepiane.- En definitiva, se trata de retirar, tanto como se pueda, las armas de fuego en poder de la población civil. 

Las grandes construcciones teóricas son el resultado del talento e imaginación de sus autores. Pero del mismo modo creo en las soluciones sencillas e informadas  en el sentido común para afrontar problemas concretos. 

Se me ocurre que si se logra retirar una proporción importante de las armas de fuego cuya posesión está en manos de la población civil seguramente disminuirán las posibilidades de accidentes, desbordes personales u otro tipo de acontecimientos similares. Ya no habrá quien esté en condiciones de apretar un gatillo, y por ende quien reciba un disparo, aunque sea accidental o fruto de un desborde emocional transitorio.

Mucho se ha dicho sobre la cantidad de armas de fuego declaradas y no declaradas que existe en la Argentina, pero seguramente hay más de un millón y medio declaradas. Algunos sostienen que puede haber hasta tres millones de armas de fuego no declaradas. De manera que hay mucho por trabajar en este terreno.

Desde luego esta es una medida más, pues una política de seguridad no se puede basar exclusivamente en ella. Sin embargo, como ya lo señalé en un principio, creo en las soluciones prácticas y sencillas. Si se reduce el número de armas en poder de la población seguramente los problemas disminuirán en la misma medida.

Además, buena parte de la población se ha armado durante mucho tiempo con un propósito de defensa personal. En ese sentido, la experiencia indica que fatalmente este tipo de propósito se ve frustrado cuando tiene lugar un enfrentamiento armado entre un delincuente y un particular. Las posibilidades que asisten al delincuente lo favorecen en una proporción de ocho a dos, lo que por lo tanto coloca en desventaja al poseedor civil del arma. De manera que hay mucha experiencia acumulada que aconseja la adopción de una medida de estas características.

En lo personal creo, como indudablemente la mayoría de nuestros compatriotas, que nadie vino a este mundo a cometer delitos. Salvo quizás alguna patología, todos hemos venido a cumplir con fines más nobles. Determinadas circunstancias personales y sociales motivan que un hombre delinca. En consecuencia, debemos trabajar activa y muy duramente sobre esas circunstancias personales y sociales que facilitan el fenómeno delictivo. 

Es mucho lo que se podría expresar al respecto e indudablemente todos podríamos contribuir a un debate de estas características, pero prefiero remitirme nuevamente al sentido común en razón de que existe mucha experiencia acumulada.

Tiempo atrás consulté a un juez de menores con muchos años de actuación en el fuero respecto de la relación entre el delito y la pobreza, tema frecuentemente meneado y objeto de discusiones apasionadas. Este juez me dijo que en sus largos años de experiencia con jóvenes con problemas de conducta y de adicciones y jóvenes delincuentes, lo que nunca faltó fue un cuadro de desintegración familiar, cualquiera fuera la condición social o el hogar de procedencia. Esto nos lleva a pensar que hay mucho por trabajar en materia de políticas familiares para evitar este fenómeno. Por supuesto que la insuficiencia económica determina frecuentemente, aunque no siempre, cuadros de desintegración familiar. Pero cuando la familia está bien construida en torno de valores permanentes, esto no ocurre.

De manera que es mucho lo que hay que trabajar en ese sentido para contener a los jóvenes que son los que reciben en el pecho el mensaje violento. Son los jóvenes, son los adolescentes, quienes son más receptivos a este mensaje violento que reciben todos los días.

He leído también que cuando colapsó el comunismo en la ex Unión Soviética, buena parte de la estructura deportiva y cultural que atendía las necesidades de esta juventud debió permanecer inactiva por falta de finaciamiento durante mucho tiempo. Paralelamente creció de manera exponencial el delito en las grandes ciudades rusas.

Eso significa también que políticas de contención, tanto deportivas como culturales, alejan a esa población de los riesgos de una situación como la que vivimos aquí y en otros lugares del mundo.

Un célebre periodista, Indro Montanelli, autor de La historia de Roma, curiosamente un agnóstico, decía que los jóvenes de hoy se encuentran desorientados porque no encuentran verdades eternas sobre las cuales posar sus pies. Eso también nos mueve a reflexiones: esas verdades eternas son los valores permanentes de la humanidad. No los encuentran, y por lo tanto, ayudar a encontrar esos valores es también una forma de contrarrestar el delito.

Entonces, es mucho lo que hay que hacer, y vuelvo al punto de partida: celebro este acuerdo porque apunta en la dirección correcta, porque es un problema común y estoy seguro de que si le agregamos voluntad política en la medida que haga falta, este instrumento será de muchísima utilidad para nuestras autoridades.

Quiero decir, finalmente, que desde hace tiempo y en forma creciente la población está experimentando una sensación de desasosiego frente a los episodios violentos y delictivos. No es sólo una sensación más, provisoria, como tantas que se apoderan de nosotros.

Creo que esa demanda de seguridad personal, finalmente de orden social, no debe ser desoída por nadie, se encuentre en el gobierno o controlando a ese gobierno.

Dejamos a consideración de los señores diputados este dictamen común, y seguramente durante la consideración en particular haremos pequeñas modificaciones de estilo o de contenido, también acordadas, para que esta noche podamos celebrar un trabajo bien hecho. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra el señor diputado por Misiones.

Sr. Iturrieta.- Señor presidente: los cambios, al generar nuevas incertidumbres, plantean nuevas demandas de seguridad. Así como la sociedad actual nos va planteando en su compleja riqueza nuevos problemas y, por tanto, nuevas incertidumbres, nuestra respuesta humana a ellos debe basarse en la idea de cambio, de respuestas permanentes a cada dimensión o nivel en que se ve modificada la seguridad de la sociedad.

Debemos recostarnos en la confianza de nuestra riqueza institucional, que con conducción política, con participación activa de todas las instituciones del Estado, organizaciones sociales, organismos no gubernamentales y del ciudadano mismo ejerciendo sus derechos constitucionales, permitirá construir una nueva realidad que abra un camino a fin de que nuestra comunidad alcance objetivos para una mejor calidad de vida en un marco de progreso y seguridad interior, logrando que la realidad social argentina no se encuentre signada por hechos cargados de violencia, principalmente los relacionados con armas de fuego tanto legales como ilegales.

El Estado moderno, desde sus orígenes, nos remite a la protección y garantía de derechos inherentes al ser humano, tales como la libertad y la igualdad, orientando su accionar hacia los fines propios del bien común. En este sentido amplio, entonces, las condiciones de seguridad que debe brindar al Estado se constituyen a través de un conjunto de condiciones sociales, políticas, económicas, culturales e institucionales que garantizan un adecuado y normal funcionamiento de la comunidad y la convivencia social. De esta manera el Estado es el responsable de mantener las condiciones de seguridad que toda sociedad requiere.

Para avanzar en este sentido en el actual contexto internacional, es esencial e indispensable que el trabajo en materia de seguridad se realice bajo premisas de responsabilidad social por parte de nuestra ciudadanía. El receptor de la seguridad siempre es el ciudadano, y como tal debe ser parte integrante de la configuración de la seguridad, actuar responsablemente y participar junto al Estado para configurar un entorno seguro para todos los habitantes del territorio nacional.

El concepto de seguridad ciudadana expresa de manera más integral las necesidades de la población y las responsabilidades del Estado en materia de condiciones de seguridad sustentable para un adecuado desarrollo. Dicho concepto establece un nivel de interacción entre el ciudadano y el Estado para la obtención de un bien deseable, en este caso, la seguridad. Tal interacción exige la existencia de espacios de participación que permitan el desarrollo de actitudes proclives al resguardo que todo grupo social requiere, estimuladas desde el municipio hasta los más altos niveles del Estado e incluyendo todas las dimensiones de la seguridad.

Nuestro país recorre en este sentido un buen camino con el impulso de una participación más activa de la comunidad, lo cual es indispensable para lograr una Argentina segura. De allí el fundamento del presente proyecto de ley, que además de apuntar hacia una participación ciudadana que contribuya a una reducción del cúmulo de armas de fuego tiende a formar una concienciación respecto de su uso, evitando crear la ilusión de que la posesión de armas de fuego en los hogares es sinónimo de mayor seguridad, ya que la realidad y la pericia en el área ‑que indica que cada paso debe efectuarse con mucho cuidado‑ nos demuestra que en situaciones de peligro ocurre exactamente lo contrario.

La proliferación de armas de fuego, municiones, etcétera, aumenta al nivel mundial, y nuestro país no se encuentra exento de ese crecimiento. El presente Programa Nacional de Entrega Voluntaria, además de focalizarse en el compromiso ciudadano, instaura una declaración de emergencia nacional por el término de un año en materia de tenencia, fabricación, importación, exportación, transporte, depósito, almacenamiento, tránsito internacional, registración, donación, comodato y compraventa de armas de fuego, municiones, explosivos y demás materiales controlados registrados o no registrados, en virtud a distintas situaciones de colapso social que generan problemas sociales, a veces con carácter permanente.

Asimismo se contemplan medidas tendientes a lograr la entrega de armas ilegales y legales con el fin de reducir la tenencia de armas de fuego por parte de la población civil, logrando que tome conciencia en torno al uso de armas de fuego y su proliferación, buscando crear una responsabilidad ciudadana a fin de reducir accidentes, hechos de violencia y delitos ocasionados por el acceso y uso de armas de fuego y promoviendo la cultura de la no tenencia y el no uso de ellas.

Se propicia además una prohibición de fabricación, venta, comercio e importación de réplicas de armas de fuego en toda la Argentina y la realización de un inventario sobre las armas de fuego, municiones, repuestos principales, explosivos y materiales controlados, sean de carácter público o privado, en todo el territorio nacional. A tal fin se deroga el inciso a) del artículo 2° de la ley nacional de armas y explosivos número 20.429, quedando incluidos únicamente los actos relacionados con toda clase de armas, materiales y sustancias cuando fueran ejercitados por las Fuerzas Armadas de la Nación.

Con esas medidas se refuerza el control civil en cuestiones de seguridad y defensa por parte del gobierno argentino, poniéndose de esta manera a tono con los más altos estándares internacionales en la presente materia. Esta derogación del inciso a) del artículo 2° de la ley 20.429 así lo especifica.

La búsqueda de la participación ciudadana se verá complementada por ministerios como el del Interior, de Justicia y Derechos Humanos, de Defensa, de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, de Educación, de Salud, de Desarrollo Social, por la Secretaría de Inteligencia de la Presidencia de la Nación y demás organismos del Poder Ejecutivo nacional que tengan alguna competencia en la materia, a través de un comité de coordinación de las políticas de control de armas de fuego.

En aras a una política pluralista y democrática se permite la incorporación y participación de miembros del Poder Legislativo, del Poder Judicial, del Ministerio Público y de representantes de las provincias. Se permite asimismo la inclusión de organismos internacionales, organizaciones de la sociedad civil, centros académicos o expertos con reconocida trayectoria o experiencia en la materia, por intermedio del Consejo Consultivo de las Políticas de Control de Armas de Fuego.

Es indispensable la comprensión de que solamente al Estado le corresponde el ejercicio exclusivo del uso de la fuerza y el ejercicio del poder de policía, todo ello dirigido al establecimiento del orden público. Lo contrario trasciende en una situación de inseguridad palmaria.

La pregunta, entonces, no sólo es qué tipo de seguridad tenemos, sino cómo queremos convivir.

Desde su retorno a la democracia la Argentina ha sido un país pionero en la región al momento de trabajar en pos de establecer los verdaderos ámbitos de acción para cada dimensión de su seguridad.

La sanción de las leyes de seguridad interior y defensa nacional ha sido la base en este sentido, diferenciando entre defensa y seguridad y entre los instrumentos de aplicación de cada una de las normas.

El esfuerzo para lograr conducciones civiles, el no confundir políticas de seguridad con políticas de desarrollo ‑desafío planteado por los conceptos emergentes al fin de la Guerra Fría‑, y en general mecanismos que concienticen a la sociedad sobre su responsabilidad en pos de lograr el entorno óptimo de seguridad interior para nuestro país, son tópicos que la Argentina ha venido desarrollando y que la actual gestión ha fortalecido.

La seguridad presenta desafíos dinámicos a los países; los múltiples convenios que son parte de ellos hacen que el Estado sea un actor proactivo en la materia. Sin embargo, una verdadera seguridad, más aún en los tiempos actuales, sólo se construye con una sociedad responsable e involucrada en el esfuerzo de lograrla. 

En este sentido, la Argentina está recorriendo un buen camino impulsando la participación de la comunidad, que comienza a ver que el principio de la responsabilidad social es la manera que tiene de contribuir a lograr un país seguro. 

Finalmente, me resta decir que quienes se oponen a este tipo de medidas suelen argumentar que se desarma a la población indefensa mientras que los criminales siguen armados; pero los datos indican que en la Argentina muere una persona cada dos días en conflictos con uso de armas de fuego. La gente no sólo usa el arma para defenderse sino que utiliza la violencia armada para resolver conflictos de índole menor. Entonces, la pregunta es no sólo que tipo de seguridad tenemos sino cómo queremos convivir. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra la señora diputada por el Neuquén.

Sra. Comelli.- Señor presidente: tengo que reconocer que siento una gran satisfacción por estar tratando este proyecto, pues fue una de las primeras inquietudes que traje a esa Cámara allá por 2004. A fin de ese año tuvimos el compromiso del Poder Ejecutivo de encarar un programa de desarme, pero pasó ese año, también el siguiente y se presentaron muchos proyectos; incluso tuvimos la presencia del entonces ministro Béliz, quien trajo una gran cantidad de iniciativas y propuestas. Recuerdo el caso de Carmen de Patagones, que nos tocó muy de cerca a los patagónicos, y que provocó una rápida reacción del Poder Ejecutivo, que cayó en la misma semana en que ocurrieron los hechos. 

Creo que el tema de la seguridad no está -ni nunca estuvo- en la agenda del gobierno como una política de gestión integral. Las reuniones del consejo abordan temas que no están ocultos, porque si se fijan en el índice de los programas que tenía Béliz –pueden querer o no al ministro, pero ésta es la realidad‑ muchos de ellos estaban totalmente expresados. 

Llegar a este despacho hoy me da esta doble satisfacción, por un lado, y la desazón de darnos cuenta que no podemos desprender el tema de los casos de Belgrano o del asesinato de Piccioli. Hace casi tres años que venimos pidiendo debatir este asunto. Lo que pretendíamos era una herramienta que coadyuvara con la seguridad ciudadana. A nadie escapa que un programa de desarme civil no va a acabar con los problemas de seguridad, pero sí coadyuva en ese sentido. 

En esta discusión también se deben empezar a sentar las bases permanentes de algunos programas tendientes a la reducción de los índices de violencia que puedan dar una mejor tutela a los ciudadanos desde la labor preventiva, es decir, desde generar una nueva conciencia basada en la no utilización del arma como ingrediente de las relaciones sociales. Estoy profundamente convencida de que los ciudadanos en democracia no aspiran a usar un arma. Lo que los ciudadanos quieren es que las instituciones funcionen.

Es desde allí que avanzamos con estos proyectos ‑también hubo varios presentados por senadoras y senadores- que proponen llevar adelante una campaña de reducción de armas de fuego, incluyendo las de réplica y hasta las de juguete. En su momento yo había hablado de estas últimas, porque si dejamos que un niño juegue con armas y al mismo tiempo le damos discursos que tienen que ver con el amor y la paz, le estamos haciendo llegar un mensaje contradictorio. De manera que podríamos decir que la ilusión que tenemos desde que estábamos en el Ejecutivo está satisfecha.

Pero hay algunas cuestiones que no me quedan tan claras, como la necesidad de declarar una emergencia nacional. Estoy de acuerdo en que estamos en una situación de crisis terrible. Coincido con que en el país hay una emergencia por no estar incluido el tema de la seguridad en la agenda política del gobierno. Realmente no pensé que lo iban a expresar tan claramente.

Tenemos emergencia en la tenencia, en la fabricación, en la importación y en la exportación. Pregunto: ¿hay contrabando? ¿En qué medida se pretende o se necesita sustraernos a las garantías constitucionales en el marco de esta emergencia para garantizar un interés general?

Esas son las dudas que tenemos, pero no vamos a profundizarlas aquí, pues en las reuniones de comisión ya hemos discutido mucho sobre estos temas y nunca tuvimos una respuesta; lo único que se nos dijo fue que el Ejecutivo lo quiere así y por lo tanto el dictamen no se puede modificar mucho más.

Creo que todos sabemos a qué estamos aludiendo cuando declaramos una emergencia; esto no lo digo yo sino que lo ha dicho toda la jurisprudencia y toda la doctrina. Espero que esa emergencia no signifique, por ejemplo, compras de armas a cuyos datos los legisladores no tengamos acceso. Cuanto menos, seamos conscientes.

Quiero destacar que en este tema de las campañas de reducción de armas de fuego, donde el Estado no participó, sí lo hicieron a partir de los años 90 –esto hay que destacarlo- la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales. Por supuesto que existe esta participación ‑de la que hablaba un señor diputado‑, pero se da por la falta y vacío del Estado. Realmente es una lástima que esa participación se dé por la retirada del Estado.

Esas son las organizaciones que introdujeron en la agenda general de la ONU el tema de la proliferación de armas livianas. A esas organizaciones, a esa sociedad civil movilizada en los ámbitos nacionales e internacionales, vaya el reconocimiento de esta legisladora que siempre soñó con poder arribar a lo que humildemente empezamos concibiendo como una campaña de desarme, tal vez más orientada a la concienciación de los ciudadanos y al compromiso y participación del Estado que a una declaración de emergencia.

Ratifico que en el país hay una gran emergencia en materia de seguridad. Ahora bien, ¿cuál es el límite de lo que quiso el Ejecutivo con este artículo 1º? ¿Declarar la emergencia significa que determinadas garantías constitucionales pueden verse afectadas en función de lo que se entiende por emergencia nacional en materia de armas?

Por lo expuesto, y por la satisfacción que ya he mencionado, voy a votar afirmativamente el proyecto en consideración.

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Burzaco.- Señor presidente: ratifico mi voto por la afirmativa al dictamen en consideración, el que también será acompañado por el resto de los integrantes del bloque. Para nosotros es sumamente importante apoyar todas aquellas iniciativas que tiendan a generar un mayor marco de seguridad en la Argentina.

Estamos convencidos de que estas políticas, en conjunto con otras y con una visión integral de la problemática de la inseguridad, nos podrán permitir generar un país más seguro para nosotros y para nuestros hijos.

De todas maneras, junto con otros compañeros de bloque hemos presentado una disidencia parcial, vinculada con el artículo 1° del dictamen, que declara la emergencia en materia de seguridad y de armas. 

Al leer el artículo 1°, lo primero que se nos ha ocurrido es acudir a la Constitución Nacional para buscar dónde se encuentra establecida esta categoría de emergencia. Por supuesto, allí no figura, por lo que se tiene que recurrir a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 

La Corte Suprema dice que cuando se declara la emergencia nacional se nos habilita a evadir las normas constitucionales y legales, bajo la necesidad de legislar inmediatamente sobre temas de interés de toda la sociedad  que requieran inmediata solución. 

Cuando se legisla en forma adecuada, se deben indicar claramente los alcances de la emergencia y sus fundamentos. Pero en el artículo 1° no se encuentran dichos alcances. 

Entonces, por ejemplo, me pregunto hasta dónde, buscando el desarme civil, es correcto generar una emergencia en el tema del tráfico de armas, sobre todo teniendo en cuenta los antecedentes poco felices que han presentado algunas causas vinculadas con esta cuestión.

Estamos de acuerdo con el espíritu de la mayoría de los muy buenos proyectos presentados por diputados de diferentes bloques, en el sentido de que este tipo de iniciativas son fundamentales y hay que apoyarlas. De todos modos, no creemos en el artículo 1°, que declara una situación de emergencia que genera más dudas que certezas. 

Quiero dejar aclarado que nuestro espíritu es de apoyar la iniciativa. La consideramos útil y creemos que es fundamental desarmar a la población civil. No es bueno que la gente posea armas. Los estudios demuestran que existe entre un millón y dos millones de armas ilegales que circulan en la provincia de Buenos Aires. Este es un tema terrible y existe una altísima correlación entre armas de fuego ilegales y homicidios. Todo esto nos tiene que llevar a promover esta y otras medidas adicionales que tiendan al desarme civil. 

Independientemente de ello, nos preocupa llamativamente la idea de una emergencia amplia vinculada con el tema de armas. No creemos que sea conveniente y al no comprender su alcance, no entendemos a dónde nos quieren llevar con esta emergencia. 

Por las razones expuestas vamos a apoyar el proyecto en general, pero vamos a proponer un cambio al artículo 1° para que se elimine la declaración del estado de emergencia. 

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital. 

Sr. García Méndez.- Señor presidente: en primer lugar, quiero adelantar el voto por la afirmativa de nuestro bloque. Pensamos que la iniciativa es correcta y necesaria. Además, ha sido producto de un consenso largamente trabajado en la comisión. 

No vamos a presentar ninguna disidencia, pero sí quisiéramos dejar constancia de algunos aspectos problemáticos y otros positivos que figuran explícita e implícitamente en el proyecto. 

La iniciativa significa un reconocimiento del descontrol que ha reinado hasta el día de hoy en materia de regulación de armas en la Argentina. Nos preocupa  -en este sentido hago mías las palabras de los señores diputados preopinantes- una declaración de emergencia, por su potencialpotencial peligro en materia constitucional. Al mismo tiempo nos preocupa la inutilidad de una declaración de emergencia en una ley como ésta, porque del texto del proyecto de ley no se desprende ningún tipo de consecuencia jurídica ni práctica. 

El punto que nos parece muy importante tiene que ver con el hecho de que, además de significar un paso trascendente en esta materia, el tratamiento de esta iniciativa de ninguna manera debería ser entendido como la sustitución de los esfuerzos necesarios para formular una política global de seguridad ciudadana. 

Este proyecto de ley que seguramente vamos a aprobar esta noche de ninguna manera sustituye la necesidad de establecer en algún momento, con mucha seriedad, un plan integral de seguridad. La futura norma sólo va a significar una pequeñísima contribución. A pesar de ello, vamos a dar nuestro voto positivo.

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Spátola.- Señor presidente: en primer lugar quiero dirigirme a todos mis colegas de esta Cámara para decirles que hoy siento un profundo orgullo por integrarla.

Siento que hoy comenzamos a hablar de futuro, porque cuando existe verdadera voluntad política todos podemos ponernos de acuerdo; todos podemos elegir el camino de los consensos.

Si hay algo que tengo en claro es que no va a existir en nuestro país una verdadera política de seguridad si no actuamos de esta forma: a partir de los consensos.

Deseo destacar la actitud que hemos tenido tanto los diputados que presentamos los proyectos como los que no lo hicieron. ¿Por qué digo esto? Porque optamos por dejar de lado los individualismos, los sectarismos, los ideologismos y esas falsas dicotomías en las que muchas veces ingresa nuestra sociedad cuando se trata el tema de la seguridad. Elegimos en cambio el camino de un objetivo en común: darle a nuestro país una política nacional de desarme.

Por eso rescato la actitud, no sólo de quienes presentamos proyectos, sino también la de quienes no lo hicieron, cuya voz y voto en las comisiones fueron tan importantes como la de quienes presentaron iniciativas.

Un párrafo en particular merecen los legítimos usuarios de armas. Muchas veces, cuando hablamos de planes de desarme, el legítimo usuario piensa que vamos en contra de él. Todo lo contrario: cuando en un país se planifica una política nacional como la que hoy estamos por sancionar en este recinto, justamente hablamos de las armas ilegales. En cuanto a los legítimos usuarios nos estamos refiriendo al hecho de que el Estado asume la responsabilidad que le corresponde en esta materia, que tiene que ver con la regulación, el control y la fiscalización. Entonces, lo que hacemos es reconocer verdaderamente los derechos de los legítimos usuarios. 

Quiero destacar la importancia que tuvo el tratamiento de estos proyectos en las diferentes comisiones. Cuando ingresó el proyecto del Poder Ejecutivo –esto habla muy bien de cada uno de los bloques que integran esta Cámara‑ las diferentes comisiones que lo trataron decidieron entender que se trataba de necesidades político-institucionales y que había que analizar punto por punto lo que el Ejecutivo había enviado y a partir de ello votar un único proyecto. Hoy celebro que el proyecto sea único.

Desde mi punto de vista, merecen un reconocimiento muy especial los padres, madres y familiares que han perdido a sus hijos a manos de la delincuencia y que se encuentran presentes en este recinto. Mi respeto hacia ellos tiene que ver con que pudieron transformar el dolor más profundo para un padre o una madre, que es la pérdida de su hijo, en una lucha por la paz, la justicia y la verdad. Este es mi principal reconocimiento hacia alguien que perdió a su hijo en manos de una persona que, en un incidente automovilístico, decidió sacar un arma y fusilarlo en el peaje de una autopista. Sin embargo, hoy se encuentra en esta lucha y no en la búsqueda de la venganza. En mi opinión, como diputada y como madre, esto merece nuestra admiración.

Por último, quiero decir que para mí hoy es un día muy importante en esta Cámara. Considero que todos lo debemos tomar como un punto de partida para ser capaces de llevar adelante las bases fundamentales para generar, de una vez y para siempre, una política criminal en nuestra Nación que se continúe en el tiempo, más allá de quién sea el que administre ocasionalmente el poder. De esta manera daremos a nuestro pueblo, el que nos elige, la paz social que tanto nos reclama. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra la señora diputada por Córdoba.

Sra. Morandini.- Señor presidente: quiero sumarme al sentimiento expresado por la diputada preopinante en relación con este proyecto único. A riesgo de repetir conceptos, creo que no hay nada más cómodo y fácil que poder cobijarnos todos debajo de un mismo paraguas, que es el de los valores.

· Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, 

· doctor Alberto Edgardo Balestrini. 

Sra. Morandini.- Las armas han sido fabricadas para matar. No creo que los argentinos queramos un país que solucione sus problemas matando o pensando en hacerlo. Esto ya lo sufrimos. Con armas se quiso eliminar ideas, matando personas. Si el problema argentino es la delincuencia, la solución no está en matarla. Esto es una aberración, no una solución. Las armas son el símbolo de la autoridad. Si hay dos personas y una de ellas está armada, ya no hay equidad, porque una tiene el poder sobre la vida y la muerte, y la otra es sometida. Esas dos personas no pueden hablar de igual a igual. Lo mismo sucede en las sociedades: las peores atrocidades se producen cuando aparecen las armas y se convierten en voceras de la intolerancia. Entonces hay genocidios, violaciones a los derechos humanos, golpes de Estado o, simplemente, tragedias porque dos personas no lograron ponerse de acuerdo.

Por lo tanto, a la luz de nuestra historia, es importante no reducir los temas de la seguridad a cuestiones como los cerrojos o las armas.

Celebro que en esta Cámara estemos hoy votando este proyecto de ley, que es un avance aunque contraríe muchas veces el griterío estimulado por la repetición en la televisión de hechos que nos conmueven y que lleva a que mucho de aquel sentimiento que se expresaba en el “por algo será” se transforme en que hoy se diga que esta gente no merece vivir cuando se trata de delincuentes.

Cuando nos referimos al desarme, tal vez el principal es el de los espíritus, los prejuicios, el de dejar de ver al otro como un diferente, sea por el color de su piel o por su pobreza, porque cuando hay prejuicios lo que continúa es el uso de las armas; el resto lo hace el miedo.

Por eso nuestro bloque apoya este proyecto y celebro el sentimiento expresado por la señora diputada que me antecedió en el uso de la palabra. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Ballestrini).-  Tiene la palabra la señora diputada por Corrientes.

Sra. Carmona.- Señor presidente: no puedo menos que sumarme a la expresión de todos los señores legisladores en cuanto a la voluntad unívoca de todos los bloques y de todos los sectores políticos de aprobar este proyecto de ley de emergencia, de desarme, despachado por las tres comisiones de esta Cámara que lo estudiaron.

Este proyecto de ley cuya aprobación solicitamos tiene como objetivo reducir en la medida de lo posible la posesión de las armas de fuego y municiones, para lo cual se crea el Programa Nacional de Entrega Voluntaria de Armas de Fuego. 

Con ese programa se pretende disminuir el riesgo que tales armas tienen para los propios poseedores, evitar el ingreso clandestino de estas armas al circuito ilegal, producto de la comisión de un delito, y fundamentalmente confirmar la vigencia del compromiso irrenunciable de este gobierno y del Estado argentino de proveer seguridad a sus ciudadanos.

Para garantizar el logro de estos fines se prevén incentivos a los particulares para que hagan entrega de las armas y municiones que obren en su poder. 

En el convencimiento de que el éxito de una política criminal, integral, preventiva, represiva y reeducativa sólo se puede lograr cuando se cuenta con datos ciertos de la realidad, el proyecto de ley contempla a estos fines la realización de un inventario de armas de fuego comprendidas en la ley 20.429 en todo el territorio nacional, no solamente las que se encuentran en poder de los particulares sino también de las fuerzas armadas, de seguridad y la Policía Federal. 

Se impone a todas esas fuerzas el compromiso de informar trimestralmente al Congreso sobre las armas perdidas o desviadas de su arsenal, lo que permitirá contar con datos oficiales respecto al número de armas y municiones existentes en nuestro país.

Este proyecto de ley también prevé la creación de un comité de coordinación de las políticas de Estado sobre  control de armas de fuego y municiones, y también un consejo consultivo integrado por expertos, organizaciones internacionales y centros académicos con solvencia en este tema para trabajar en el diseño, implementación y evaluación de las políticas de control y prevención del uso de las armas de fuego y municiones.

En síntesis, se trata de un proyecto de ley integral de desarme con objetivos a corto, mediano y largo plazo, tendientes a lograr en lo inmediato la reducción del número de armas y municiones en poder de los particulares, y crear la conciencia de la no violencia en la ciudadanía, que está en la agenda de este gobierno en la convicción de que la obtención temporal de los objetivos propuestos resultará insuficiente si no se consigue sustentar en el tiempo la permanencia de tales resultados. 

Este proyecto de ley apuesta a la conformación de una cultura de la no violencia para cuyo logro resulta esencial que se destierren las armas de la actividad lúdica de nuestros niños, por lo que también se prohíbe la fabricación, venta, comercio e importación de réplicas de armas de fuego.

Este proyecto de ley tiende a adoptar todas las medidas preventivas para evitar la circulación ilegal de armas de fuego y municiones con una campaña eficiente que saque de las manos de los delincuentes las herramientas para el crimen. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Ginzburg.-  Señor presidente: adhiero a un programa nacional de desarme que tienda a concienciar a la población del peligro que conlleva la utilización de armamento de fuego de cualquier tipo y que conduzca a la entrega que voluntariamente quisieran efectuar las personas de ese armamento. 

También adhiero a la realización de campañas publicitarias tendientes a ese fin, como asimismo a facilitar el trámite que eventualmente permita identificar el arma entregada y a su aportante sin que sea menester dar ninguna explicación del origen del arma en el acto de la entrega.

Formulo esta aclaración porque cuando esto se trató inicialmente en la Comisión de Legislación Penal se habló de los accidentes ocasionales producidos por el mal uso de armas de fuego, como el de Carmen de Patagones, el del peaje al que ya se hizo referencia o el del muchacho que salió a matar gente en Belgrano, es decir, protagonizados por gente que no tiene suficiente equilibrio emocional como para tener un arma en su poder.

Para ser concreta estoy en contra de que alguien se compre un arma y una caja de municiones y la tenga en su mesa de luz a la espera de poder defenderse cuando sufra una agresión de un delincuente, pues por lo general ello resulta contraproducente.

Aunque no voy a negar que en alguna oportunidad, al ser posible víctima de un delito, tuve la sensación de que el tener un arma de fuego me hubiera dado una protección –sentimiento que no puedo negar a otras personas‑, en general soy contraria al uso de las armas de fuego tal vez por aquel viejo adagio de que a las armas las carga el diablo y las disparan los pavotes. En tal sentido, suscribí el proyecto de ley contenido en el expediente 1.412-D.-2006, pues no quiero que mi país se convierta en un Far West.

Ahora bien, esta coincidencia en modo alguno me puede llevar a apoyar el proyecto en consideración, que considero tiene una dirección equivocada en relación con el fin perseguido, aunque coincido con todos los argumentos que se han expresado.

En principio, no aprecio que exista ninguna emergencia nacional respecto de las armas registradas. El RENAR cuenta con un pormenorizado registro informático de las armas en poder de los legítimos usuarios. Respecto de la totalidad de materiales registrados no existe emergencia. En todo caso, podrá haber inoperancia por parte de los organismos de control, lo que se soluciona de otra manera, pero de ninguna forma podría calificar esta circunstancia como una emergencia.

La emergencia podrá estar dada entonces por los materiales no registrados, que debieran ser controlados y no lo están, y por tanto se encuentran dentro del mercado negro y delictivo.

Al no actuar respecto de la problemática mayor, que es la del armamento ilegal, el Estado pasaría a convertirse de este modo –tal vez involuntariamente‑ en un operador económico de la delincuencia. 

Esto puede generar que la delincuencia tenga por objetivo el robo de armas de fuego para vendérselas al Estado. Este actuar delictivo se llevará a cabo con total impunidad, lo que puede conllevar ilícitos aún mayores. El Estado paga luego por ellos, no efectúa ninguna investigación sobre su procedencia, por lo que potencialmente un sinnúmero de delitos quedará sin resolver, ya que aquel se encargará de su destrucción pública e inmediata, con lo que resultará imposible vincular esas armas a posibles delitos cometidos con ellas.

Es importante destacar, por otra parte, que el artículo 2º del proyecto en análisis se refiere a armas de producción industrial, lo que dejará en circulación a las famosas “tumberas”, que son de construcción casera y en las que ni siquiera se puede determinar el calibre.

No se establece ningún tipo de revenido químico en caso de que faltara la numeración del arma. No se establece tampoco ningún tipo de pericia balística que quede en algún archivo registrada y certificada por un funcionario público, que llegado el caso permita determinar quién cometió un delito.

Además quiero decir que estas campañas de desarme no han dado resultado en el mundo. Aquí tenemos que actuar contra la delincuencia. En 1911 Turquía dispuso el control de armas civiles, y entre 1915 y 1917 aniquilaron a más de un millón y medio de armenios. En 1929 la Unión Soviética restringió fuertemente la tenencia de armas en manos civiles. Desde ese año y hasta 1953, unos veinte millones de disidentes desarmados fueron exterminados. El más conocido es el caso alemán, ya que su desarme, según Hitler, iba a ser modelo para el mundo. Murieron trece millones de judíos, gitanos, homosexuales y otras minorías.

En China también se estableció la prohibición en 1935. Mataron a veinte millones de opositores desarmados entre 1948 y 1953.

Me pregunto qué va a pasar con ese año de emergencia en el cual cualquiera puede estar armado, cualquiera puede contrabandear y cualquiera puede traficar.

Voy a terminar diciendo algo que señaló el 26 de junio de este año el secretario general de las Naciones Unidas en Nueva York: “Permítanme señalar que esta Conferencia de examen no está negociando una prohibición mundial de las armas de fuego y no tratamos de negar a los ciudadanos cumplidores de la ley su derecho a portar armas de conformidad con sus leyes nacionales. Nuestra energía, nuestro empeño y nuestra ira están dirigidos hacia las armas ilícitas, no hacia las lícitas. Nuestras prioridades son el cumplimiento efectivo de las normas, mejores controles y reglamentación, almacenamiento seguro. Nuestros objetivos siguen siendo los mercaderes de armas inescrupulosos, los funcionarios corruptos, los sindicatos de traficantes de drogas, los delincuentes y otros elementos que llevan la muerte y el caos a nuestras comunidades y que arruinan vidas y destruyen en minutos la labor de años. Para detener la marcha destructora de los conflictos armados y el delito, debemos parar a estos proveedores de muerte”.

No tengo el convencimiento de que con este proyecto vayamos a parar el mercado ilícito. Creo que va a ir en dirección contraria, y adelanto entonces el voto negativo, transformando la disidencia parcial en total.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Cornejo.- Señor presidente: nuestro bloque va a acompañar la norma en discusión, convencido de que una política agresiva de desarme de nuestra población civil va a colaborar en la política del sistema de seguridad nacional y de las provincias.

Nuestro bloque ha trabajado en este proyecto con antecedentes relativos a otras provincias, como Mendoza, en lo concerniente al canje de armas, que tuvo un éxito importante en la disminución de las armas en poder de civiles.

En oportunidad del tratamiento en particular formularemos algunas observaciones. De todas formas, entendemos que constituye un gran aporte que el Congreso sancione este proyecto de ley, cuya ejecución y control será responsabilidad del Poder Ejecutivo nacional y de las provincias a los fines de llevar a cabo los objetivos planteados. 

Sr. Presidente (Balestrini).-  Se va a votar nominalmente en general.

- Se practica la votación nominal.

- Conforme al tablero electrónico, sobre 142 señores diputados presentes han votado 135 por la afirmativa y 3 por la negativa, registrándose además 3 abstenciones.

Sr. Secretario (Hidalgo).-  Se han registrado 135 votos por la afirmativa y 3 por la negativa. (Aplausos en las galerías.)

AQUÍ VOTACIÓN NOMINAL

Sr. Presidente (Balestrini).- Se deja constancia de que los señores diputados Snopek, Burzaco, Lozano y Herrera han votado por la afirmativa.

En consideración en particular el título I, que comprende el artículo 1°.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Burzaco.- Señor presidente: solicito la anulación del artículo 1° del proyecto aprobado en general.

Sr. Presidente (Balestrini).- ¿La comisión acepta la modificación propuesta?

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: la comisión no consiente la modificación propuesta.

Sr. Presidente (Balestrini).- Se va a votar el artículo 1°.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el título II, que comprende el artículo 2°.

Se va a votar.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el capítulo III, que comprende los artículos 3° a 10.

Si no se hace uso de la palabra y hay asentimiento de la Honorable Cámara, votaremos en un solo acto los artículos 3° a 5°.

- Asentimiento.

Sr. Presidente (Balestrini).- Se van a votar los artículos 3° a 5°.

- Resulta afirmativa.

Sra. Carmona.- Pido la palabra.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por Corrientes.

Sra. Carmona.- Señor presidente: no se advirtió mi intención de proponer una modificación al artículo 4°. 

En este artículo se desdoblaría el inciso 3), dando lugar a un inciso 4). La redacción del artículo sería la siguiente: “Finalidades. El programa tiene por fines: 1. La disminución del uso y proliferación de armas de fuego. 2. La reducción de accidentes, hechos de violencia y delitos ocasionados por el acceso y uso de armas de fuego. 3. La sensibilización acerca de los riesgos. 4. La promoción de una cultura de la no tenencia y no uso de las armas de fuego.”

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 6°.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek.- Señor presidente: evidentemente, en el último párrafo falta una letra, ya que se señala “en un plazo no mayor sesenta días”, y debe decir “en un plazo no mayor a sesenta días”.

Simplemente propongo el agregado de la letra “a”.

Sr. Presidente (Balestrini).- Señor diputado Dellepiane: ¿se debe agregar “a” o “de”?

Sr. Dellepiane.- Debe incluirse la letra “a”, que se omitió en el tipeo.

Sr. Presidente (Balestrini).- En cuanto al artículo 4°, ¿la comisión acepta lo propuesto por la señora diputada Carmona?

Sr. Dellepiane.- La comisión acepta la modificación solicitada por la señora diputada Carmona.

Sra. Rodríguez.- Pido la palabra.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Rodríguez.- Considero que usted tiene razón, señor presidente. Es más “de” algo, no más “a” algo.

Sr. Presidente (Balestrini).- ¿Cuál es la posición de la comisión en relación con este agregado?

Sr. Dellepiane.- Se acepta la sugerencia formulada por la señora diputada Rodríguez.

Sr. Presidente (Balestrini).- Recapitulando, tenemos que reconsiderar el artículo 4°, dado que esta Presidencia se apresuró en someterlo a votación. Para ello se requieren los dos tercios de los votos que se emitan.

Se va a votar la reconsideración del artículo 4°.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- Queda aprobada la reconsideración.

Corresponde considerar nuevamente el artículo 4°.

Se va a votar este artículo con la modificación propuesta por la señora diputada Carmona y aceptada por la comisión.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- Se va a votar el artículo 6° con la modificación propuesta por la señora diputada Rodríguez y aceptada por la comisión.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 7°.

Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Pinedo.- Señor presidente: si no hay modificaciones a este artículo, vamos a votar en forma negativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: se nos ha acercado una modificación a este artículo, que quedaría redactado de la siguiente manera: “Consecuencias legales: La entrega de armas de fuego y municiones durante el período de ejecución del Programa Nacional Entrega Voluntaria de Armas de Fuego no conllevará consecuencia legal alguna para las personas que efectivizaren la entrega.”

Sr. Presidente (Balestrini).- Con la modificación introducida y aceptada por la comisión, se va a votar.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 8°.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek.- Señor presidente: este artículo termina diciendo: “...disponiéndose el archivo de las actualizaciones en sede administrativa.” A nuestro juicio, debería decir: “...disponiéndose el archivo de las actuaciones en sede administrativa.”

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: proponemos que el artículo 8° pase a ser 9° y que en su reemplazo se incorpore como nuevo artículo 8° el siguiente: “Amnistía: A los fines del artículo anterior, quedan amnistiados de la tenencia ilegal de armas de fuego de uso civil y de guerra previstos en el artículo 189 bis del Código Penal. La misma operará a partir de la efectiva entrega de las armas de fuego, municiones, materiales controlados y repuestos, acogiéndose a la campaña.”

Sr. Presidente (Balestrini).- La Presidencia solicita al señor miembro informante que si existe alguna otra modificación la comunique a Secretaría Parlamentaria.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: hay más modificaciones a otros artículos y correspondería el desplazamiento de la numeración de los artículos siguientes.

Sr. Presidente (Balestrini).- Oportunamente la Presidencia solicitará autorización para renumerar el articulado de la iniciativa.

Se va a votar el nuevo artículo 8°.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 8° del dictamen, que pasa a ser 9°.

Se va a votar.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 9° del dictamen, ahora artículo 10.

Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Spatola.- Señor presidente: dado que se generó una confusión con la numeración de los artículos, es importante aclarar que lo que vamos a votar ahora es lo que objetó el bloque del PRO y que fue modificado. Me refiero al artículo 7º, que pasó a ser el 8º.

Sería conveniente que se aclare cómo quedarían los textos definitivos de los artículos 7º -luego de la modificación- y 8º, que pasarían a ser 8º y 9º.

Sr. Presidente (Balestrini).- El artículo 7º original ya fue votado. El 8º es nuevo. ¿Es así, señor diputado Dellepiane? Aclaro que me dirijo al presidente de la comisión porque es el miembro informante.

Sr. Dellepiane.- Así es, señor presidente. Los artículos 7º y 8º ya fueron votados. Ahora corresponde considerar el artículo 9º, que anteriormente era el 8º.

Sr. Presidente (Balestrini).- Vamos a votar el artículo 8º del dictamen, que luego de la renumeración va a tener otro número. Solicito al señor diputado Dellepiane que le dé lectura.

Sr. Dellepiane.- El artículo 9º, que anteriormente era el 8º, dice: “Condonación de deudas: los legítimos usuarios que hagan entrega de sus armas de fuego se verán beneficiados con la condonación de las deudas que registraran las armas concernidas ante el Registro Nacional de Armas (RENAR). Esto último comprenderá los derechos, tasas y/o multas y sus actualizaciones, por cualquier concepto que fuera, disponiéndose el archivo de las actuaciones en sede administrativa.” Aclaro que en esta última parte se reemplazó el término “actualizaciones” por “actuaciones”.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por Santa Fe.

Sra. Tate.- Señor presidente: entiendo que ya votamos el artículo 8º y también el artículo 8º del dictamen. O sea que si los tuviéramos que volver a votar tendríamos que pedir su reconsideración.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. Dellepiane.- El artículo 8º del dictamen ya fue aprobado.

Sr. Presidente (Balestrini).- Entonces, pasamos a considerar el artículo 9º del dictamen, que en realidad va ser el artículo 10 cuando la Presidencia haga la renumeración de los artículos.

Se va a votar.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 10.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek.- Señor presidente: simplemente quiero señalar que donde dice “concluida” debe decir “concluido”, porque se está haciendo referencia al programa.

Sr. Presidente (Balestrini).- ¿La comisión acepta la modificación propuesta?

Sr. Dellepiane.- Sí, señor presidente.

Sr. Presidente (Balestrini).- Con la modificación propuesta y aceptada por la comisión, se va a votar el artículo 10.

- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 11.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek.- Señor presidente: el artículo dice “prohíbase”, pero en realidad esta palabra implica un mandato que se da a alguien. El término correcto es “prohíbese”.

Sr. Presidente (Balestrini).- ¿La comisión acepta la modificación propuesta?

Sr. Dellepiane.- Sí, señor presidente. Una vez más el señor diputado Snopek tiene razón.

Sr. Presidente (Balestrini).- Con la modificación propuesta y aceptada por la comisión, se va a votar el artículo 11.

- Resulta afirmativa.

- Sin observaciones, se vota y aprueba el artículo 12.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 13.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek.- Señor presidente: en el artículo 13 ocurre lo mismo que señalábamos antes. El último párrafo dice: “Deróguese”, y debe decir: “Derógase”. 

Sr. Presidente (Balestrini).-Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: aceptamos la modificación propuesta. 

Sr. Presidente (Balestrini).- Con la modificación que acaba de ser aceptada, se va a votar el artículo 13. 

- Resulta afirmativa.

- Sin observaciones, se votan y aprueban los artículos 14 a 21.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Dellepiane.- Señor presidente: vamos a proponer el agregado de un nuevo artículo, que llevaría el número 22 y cuyo texto sería el siguiente: “Los gastos que demande el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley serán atendidos con los recursos que destine a tal efecto la ley de presupuesto general de la administración pública nacional para la jurisdicción 30, Ministerio del Interior. Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a realizar las adecuaciones presupuestarias necesarias para el cumplimiento de la presente ley durante el ejercicio financiero de entrada en vigencia de la misma”. 

Sr. Presidente (Balestrini).- Se va a votar el nuevo artículo al que se ha hecho referencia. 

- Resulta afirmativa.

- El artículo 23 es de forma.

Sr. Presidente (Balestrini).- Queda sancionado el proyecto de ley. [9]

Se comunicará al Honorable Senado. (Aplausos.) 

Habiendo concluido la consideración del plan de labor, queda levantada la sesión. 

- Es la hora 20 y 2.
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